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León, Guanajuato, a 2 dos de diciembre del año 2009 dos mil nueve. 
V I S T O el estado que guardan los autos del presente proceso administrativo y la resolución dictada por el Magistrado de la Cuarta Sala del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado, en fecha 5 cinco de junio del 2009 dos mil nueve, en el recurso de revisión con número de expediente R.R. 80/4ª Sala/08; en el que se revocó la resolución emitida por este Juzgado Segundo en el presente proceso, a fin de que se dicte sentencia para efecto de que el Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal, dicte una nueva resolución, en la que no se aplique en el caso concreto, el artículo 28, fracción IV del Reglamento que rige en dicho Cuerpo Colegiado; por lo que en cumplimiento de lo anterior, se procede a resolver los autos del proceso administrativo identificado con el expediente número 064/2008-JN promovido por el ciudadano Arturo Navejas Galván; y, . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- La demanda fue presentada oportunamente dentro de los 30 treinta días hábiles siguientes a aquél en que surtió efectos la notificación de la resolución que se impugna; toda vez que se desprende de las constancias que integran la presente causa administrativa, que fue notificada el 11 once de febrero del año 2008, dos mil ocho, lo que se acredita con el original de la notificación que, respecto de la resolución impugnada, es aportada por la parte actora en su escrito inicial de demanda y le fue admitida como prueba de su intención. . . . . . . . 

TERCERO.- La existencia de la resolución impugnada, emitida por el Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal, en fecha 30 treinta de enero del año 2008, dos mil ocho, dentro del procedimiento administrativo disciplinario número 93/07-Pol; se encuentra debidamente acreditada en autos, con la copia de la citada resolución, aportada por el actor, así como por el reconocimiento que la autoridad demandada hace de la misma al contestar la demanda, por lo que tal documento hace prueba plena de conformidad con lo dispuesto en los artículos 57, 78, 118, 119 y 121 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, toda vez que se trata de un documento público, que confiesa expresamente la autoridad demandada haber emitido. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
CUARTO.- De conformidad con lo dispuesto en el artículo 299, fracción I, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; se procede a fijar clara y precisamente los puntos controvertidos en el presente proceso administrativo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De las documentales aportadas por el actor se desprende que la demandada, en fecha 30 treinta de enero del año 2008, dos mil ocho, dentro del procedimiento administrativo disciplinario número 93/07-POL; instruido en contra del actor y otro, dictó resolución a través de la cual le impuso la sanción de cese del cargo que desempeñaba en la Dirección General de Policía Municipal, al considerar ese Órgano Colegiado que se actualizó la hipótesis de falta grave prevista en la fracción IV, del artículo 28, del Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, que establece: “La probable comisión de delitos de carácter doloso, dentro o fuera del servicio. El supuesto anterior se aplicará una vez que el auto de formal prisión cause estado, o cuando se dicte la orden de aprehensión y el indiciado se sustraiga de la acción de la justicia;”. . . . . . . . . . 

Lo anterior, porque la autoridad demandada estimó que la conducta desplegada por el elemento de policía, ahora actor, dio origen a la probable comisión de un delito -ejecutar actos o incurrir en omisiones que produzcan un daño o concedan a alguien una ventaja indebidos- y, que por ese motivo se le dictó auto de formal prisión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Resolución que el actor estima ilegal, porque se encuentra indebidamente fundada y motivada; pues se basa en un precepto (artículo 28, fracción IV del Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato), que vulnera la legislación procesal penal vigente en el Estado, ya que el auto de formal prisión nunca causa estado de acuerdo a la doctrina en materia penal; constituyendo tal aspecto, el punto controvertido en la presente causa administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

QUINTO.- Por cuestión de orden público y de estudio preferente, sea que las partes las hagan valer o que de oficio se adviertan, se procede al análisis de las causales de improcedencia y sobreseimiento previstas en los artículos 261 y 262 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En la especie, en la presente causa administrativa, la autoridad demandada hace valer las causales de improcedencia previstas en las fracciones I, II, IV, V, VI y VII del artículo 261 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, en relación con la fracción II del artículo 262 del mismo Código. . 

Respecto a la primera causal que invoca, refiere que no existe ningún tipo de afectación a los derechos del actor, en virtud de que confiesa y reconoce que efectivamente si se le dictó orden de aprehensión en su contra y auto de formal prisión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

No se actualiza la misma, toda vez que la parte actora sí cuenta con interés jurídico para intervenir en este proceso administrativo; por estar en presencia de un acto emitido -resolución de fecha 30 treinta de enero del 2008, dos mil ocho- por una autoridad administrativa; esto es, el Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal, que deviene de habérsele instaurado el procedimiento administrativo disciplinario número 93/07-POL; en consecuencia le asiste el derecho de impugnar la resolución que le sea adversa, como lo es en el caso que nos ocupa, al haber resuelto la autoridad demandada imponer la sanción de cese  al cargo que desempeñaba en la Dirección General de Policía Municipal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por lo que hace a la segunda causal de improcedencia -fracción II, del artículo 261, del Código referido-, se plantea que la resolución constituye un acto consumado porque al cesar al elemento en sus funciones, no puede ya reingresar a la fuerza, al no reunir los requisitos de permanencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Causal que de igual manera no se actualiza, dado que ello ocurre únicamente cuando la resolución impugnada haya producido en el tiempo todos sus efectos jurídicos, hasta extinguirlos por completo; no quedando en ese supuesto nada que reparar, al estar consumada; lo que no ocurre en el presente caso, pues la resolución del Consejo, puede ser impugnada, es anulable y por lo tanto reparable, por lo que de ninguna manera se encuentra consumada. . . . . . . . .

En cuanto a la causal de improcedencia que se hace valer, referente a la fracción IV, señala la demandada que se actualiza en cuanto al consentimiento expreso, al considerar que el demandante reconoce no haber detenido, ni puesto a disposición al ciudadano Sixtos Cisneros Flores; condición que se aprecia y que se infiere del cuerpo de la demanda. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Causal que no se actualiza, en virtud de que el consentimiento expreso, sólo se da cuando quien resiente el acto administrativo, manifiesta de forma inequívoca su conformidad con el mismo, lo que en la especie no acredita en forma alguna la autoridad demandada, siendo que de las constancias que integran la presente causa administrativa no se desprende la existencia de dicho consentimiento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En cuanto a la causal prevista en la fracción V, del artículo 261, del Código de Procedimiento citado, señala que se actualiza, toda vez que el actor no demuestra que el proceso penal número 212/05, ya haya quedado firme o se hayan agotado los términos para impugnar la sentencia que exhibe; al respecto, no se configura la causal aludida, ya que el acto impugnado materia del presente proceso administrativo no es materia del proceso penal que señala la demandada, por lo que no está pendiente que se dicte resolución, distinta a la presente, ante otra autoridad administrativa o jurisdiccional. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Referente a la causal prevista en la fracción VI, la autoridad manifiesta que para efectos de que se considere la violación imputada, no lo es en función de la ley penal, sino del Reglamento, el cual nunca establece que la fracción será procedente en términos de que resulte el elemento condenado por el delito imputado. . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Tampoco se configura esa causal, puesto que la misma se refiere a la inexistencia de los actos o resoluciones que se impugnen, lo que en la especie no se presenta, ya que la existencia de la resolución impugnada se encuentra debidamente acreditada, tal y como se hace constar en el Considerando Tercero de la presente sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . 

Por último, en cuanto a la causal contenida en la fracción VII que establece “En los demás casos en que la improcedencia resulte de alguna disposición legal”; no se actualiza, puesto que la autoridad no invoca la disposición legal que estima da origen a esa causal de improcedencia, sin que este Juzgador advierta la existencia de alguna. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
De lo antes expresado, no procede sobreseer el presente proceso administrativo, en los términos de la fracción II, del artículo 262, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, como lo solicita la autoridad demandada al contestar la demanda. . . . 
SEXTO.- No habiendo prosperado las causales de improcedencia y sobreseimiento hechas valer por la demandada; y no advertirse la actualización de alguna otra que impida el estudio de fondo de la presente causa administrativa, se procede a analizar los conceptos de impugnación esgrimidos por el actor, e los cuales este Juzgador se avocará al estudio de aquél que se considera trascendental para emitir la presente sentencia, como lo es el segundo, sin necesidad de transcribir los demás, de acuerdo con el criterio sostenido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la siguiente jurisprudencia: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS. El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.” Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito. No. Registro: 196,477. Jurisprudencia, Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. VII, Abril de 1998, Tesis: VI.2o. J/129. Página: 599. . . . . . . . 
Quedando establecido lo anterior, refiere el actor en síntesis, que es ilegal la resolución impugnada porque se encuentra indebidamente fundada y motivada; al basarse en un precepto (artículo 28, fracción IV del Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato), que vulnera la legislación procesal penal vigente en el Estado, ya que el auto de formal prisión nunca causa estado de acuerdo a la doctrina en materia penal; agregando que: "...pues en tal caso se estaría llegando a los fines últimos del  proceso penal que establecería la verdad histórica y la personalidad del delincuente, ya que dicho acto procesal no hace una declaración de responsabilidad, sino que solamente declara y ordena que una persona debe quedar sujeto a proceso" remitiéndome…”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Una vez analizada la resolución impugnada, así como la resolución dictada por el Magistrado de la Cuarta Sala del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de Guanajuato, en el recurso número  R.R.80/4ªSala/08, en cumplimiento de la misma, este Juzgador estima fundado dicho concepto de impugnación, conforme a lo siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por sentencia de fecha 29 veintinueve de mayo del año 2009, dos mil nueve; en el juicio de amparo directo administrativo número 5/2009, promovido en contra de la resolución emitida por el Tribunal de lo Contencioso referida en el párrafo anterior; el pleno del Segundo Tribunal Colegiado en materias Administrativa y del Trabajo del Decimosexto Circuito, concedió el amparo y protección de la justicia federal al quejoso Arturo Navejas Galván en razón de que el  multicitado artículo 28, fracción IV del Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, fue declarado  inconstitucional. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En efecto, al señalar dicho precepto que los elementos de los cuerpos de seguridad pública municipal, incurren en falta grave al dictárseles auto de formal prisión, por la probable comisión de delito doloso, dentro o fuera del servicio, actualizándose el supuesto cuando cause estado; resulta en una violación a las garantías de las personas sujetas a proceso penal, pues el auto de formal prisión, no constituye prueba para tener por acreditado el delito que se atribuye al actor, pues solo sirve para resolver su situación jurídica al sujetársele a proceso; por lo que la responsabilidad en la comisión del delito que se le impute, solamente puede ser demostrado mediante la resolución firme, esto es, la sentencia que se dicte. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

A diferencia de lo anterior, en el caso en concreto, de las documentales aportadas por el actor, se desprende que el Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal, en fecha 30 treinta de enero del año próximo pasado, dentro del procedimiento administrativo disciplinario número 93/07-POL; instruido en contra del actor Arturo Navejas Galván y otro, dictó la resolución a través de la cual le impuso la sanción administrativa consistente en el cese del cargo que desempeñaba en la Dirección General de Policía Municipal, al considerar ese Órgano Colegiado que se actualizó la hipótesis de falta grave prevista en la fracción IV del artículo 28 del Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, que establece: “La probable comisión de delitos de carácter doloso, dentro o fuera del servicio. El supuesto anterior se aplicará una vez que el auto de formal prisión cause estado, o cuando se dicte la orden de aprehensión y el indiciado se sustraiga de la acción de la justicia;”. . . . . . . . . . 

En ese tenor, en el caso concreto, se está sancionando al elemento Arturo Navejas Galván, bajo una simple presunción de culpabilidad; lo que constituye una clara violación del principio de “presunción de inocencia”; dado que se considera actualizada una falta grave, cuando no ha quedado demostrada la culpabilidad, en este caso, del actor; es decir, se está prejuzgando sobre su responsabilidad penal, tal y como lo sostienen tanto el Segundo Tribunal Colegiado en materias Administrativa y de Trabajo del Décimo Sexto Circuito, como el Magistrado de la Cuarta Sala del Tribunal de los Contencioso Administrativo del Estado de Guanajuato, en las resoluciones que respectivamente dictaron. . . . . . . . . . . . . . . . . 

Luego entonces, al haber sancionado al elemento sujeto a procedimiento administrativo disciplinario, simplemente por haberse emitido en el proceso penal número 212/2005-III, el auto de formal prisión; basándose para ello en lo dispuesto en el artículo 28, fracción IV del Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato; el cual se ha declarado inconstitucional por el Tribunal Colegiado, del Poder Judicial de la Federación antes anotado; la resolución emitida por el Consejo de Honor y Justicia demandado, infringe el ya antes mencionado principio de presunción de inocencia del actor, al considerar actualizada una falta grave cuando no había quedado demostrada la culpabilidad del elemento; dado que -como ocurre en el caso concreto- puede llegar a emitirse una sentencia absolutoria al inculpado, y con ello no existe responsabilidad penal; y por ende, no puede sufrir sanción alguna de cese en el cargo de policía raso, ante un delito que no se comprobó se haya cometido; por lo que tal resolución impugnada resulta indebidamente fundada y motivada. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por lo anterior, en la presente causa administrativa, se concluye que la resolución impugnada es ilegal al actualizarse la causal de nulidad contemplada en el artículo 302, fracción II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; por lo que con fundamento en lo dispuesto en el artículo 300, fracción III del mismo ordenamiento legal, procede decretar la nulidad de la resolución dictada, con fecha 30 treinta de enero del 2008, dos mil ocho, dentro del procedimiento administrativo disciplinario número 93/07-POL; para el efecto de que, únicamente en cuanto al ciudadano Arturo Navejas Galván, el Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal, dicte una nueva resolución conforme a derecho, sin que aplique el artículo 28, fracción IV del Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SÉPTIMO.- De lo solicitado por el actor, se encuentra también lo referente a que se le restituya en su derecho violado, lo que no es otra cosa que el reconocimiento de un derecho; acción que se encuentra prevista en la fracción II, del artículo 255 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Respecto a lo anterior, no ha lugar a hacer pronunciamiento alguno pues el actor no precisa en su demanda, cual derecho pretende que le sea restituido como tampoco la Ley o Reglamento, así como el precepto legal de éstos, que hayan sido inobservados por la autoridad, para que este Juzgado  se encuentre en posibilidad jurídica de restablecer al actor en el ejercicio de sus derechos; aunado al hecho de que, en la presente causa administrativa, se decreta la nulidad de una resolución para determinado efecto; por lo que, en todo caso, la restitución o reconocimiento de un derecho se encuentra condicionado a  la emisión de una nueva resolución por parte de la autoridad demandada. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Lo anterior resulta congruente con el criterio emitido por la Cuarta Sala del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado, contenido en la publicación intitulada “Criterios 2000-2008”, editado por el propio Tribunal, el que en su página 172 señala: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

"PROCEDENCIA DE LAS ACCIONES DE RECONOCIMIENTO DE UN DERECHO Y PAGO DE DAÑOS Y PERJUICIOS. Decretada la nulidad del acto reclamado por violaciones de forma y condenando a la autoridad a emitir un nuevo acto purgando esos vicios, es incuestionable que las acciones de reconocimiento de un derecho y el pago de daños y perjuicios se encuentran condicionados a la emisión del nuevo acto, puesto que la demandada debe en primera instancia respetar la garantía de audiencia del actor y posteriormente fundar y motivar debidamente su nuevo acto; en consecuencia, no ha lugar a adoptar ninguna medida adecuada para el pleno restablecimiento  de las acciones que nos ocupan. (Exp. 6.04/04. Sentencia de fecha 8 de octubre de 2004. Actor: Claudia María del Refugio Benítez Rodríguez). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por lo anteriormente expuesto, con fundamento en los preceptos invocados al principio de este Considerando, más lo establecido en los artículos 249, 287, 298, 299, 300, fracción III, y 302, fracción II del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es de resolverse y se: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

R E S U E L V E :

SEGUNDO.- Procedió el proceso administrativo en contra de la resolución impugnada. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

TERCERO.- Se decreta la nulidad de la resolución dictada, con fecha 30 treinta de enero del 2008, dos mil ocho, dentro del procedimiento administrativo disciplinario número 93/07-POL; para el efecto de que, únicamente en cuanto al ciudadano Arturo Navejas Galván, el Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal, dicte una nueva resolución conforme a derecho, sin que aplique el artículo 28, fracción IV del Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato; ello en base a las consideraciones lógicas y jurídicas expuestas en el Considerando Sexto de esta sentencia. Debiendo la autoridad demandada, informar a este Juzgado sobre el cumplimiento que dé al presente resolutivo, acompañando las constancias relativas, en un término no mayor de 15 quince días hábiles siguientes a la fecha en que cause ejecutoria esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CUARTO.- No ha lugar a pronunciarse sobre la restitución de un derecho violado, atento a lo señalado en el Considerando Séptimo de este fallo. . . 

Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos, así mismo infórmese a la Cuarta Sala del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de Guanajuato, sobre la presente sentencia, remitiéndosele copia certificada de la misma. . . . . . . .  


En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros que se lleva para tal efecto. . . . . 
Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta, la Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, quien da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

